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Así, por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de; diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Order del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Persunal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19088 ORDEN 111/00997/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de marzo 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Valentín Pérez Arostegui.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Valentín 
Pérez Arostegui, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, '.a Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa do 14 de diciembre de 1981, se ha dictado sentencia 
con fecha 23 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a las causas de inad- 
misibindad planteadas por el Abogado del Estado y desestima­
mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Valeniín Pérez Arostegui, en su propio nombre y derecho, contra 
resolución del Ministerio de Defensa de 14 de diciembre de 1981, 
dictada en el expediente administrativo a que se refiere estas 
actuaciones, resolución que declaramos conforme a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de. costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la ofi­
cina de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­
fiere ei artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente Genera' Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19089 ORDEN 111/00998/1984, de 21 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 7 de marzo 
de 1984 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por doña Joaquina Floris Call, viuda de 

don Antonio Escolana Bardají.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia, ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, doña Joaquina 
Floris Cali, viuda de don Antonio Escoiana Bardají, quien pos­
tula por sí misma, y de otra, como demandada, la Administra­
ción Pública, representada y defendida por 1 Abogado del Es­
tado, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 7 de julio 
de 1980 y 21 de enero de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
7 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que, rechazando las causas de inadmisibilidad 
alegadas por el señor Abogado del Estado, debemos desestimar 
y desestimamos el presente recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por doña Joaquina Floris Cali, viuda de don Antonio 
Escoiana Bardají contra resoluciones del Ministerio de Defensa 
de 7 de julio de 1980 y 21 ue enero de 1981, las que declaramos 
ser las mismas ajustadas a derecho, y no hacemos expresa 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento, a la oficina de origen, a los efectos 
legales junto con el expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1950, y en uso de las facultades que me con­

fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 21 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

personal, Federico Michavila Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19090 ORDEN 111/01009/1984, de 24 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 31 de enero 
de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Martín García, Sargento 
de Infantería y Caballero Mutilado Permanente.

- Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Martín García, quien postula por sí nvsmo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 24 de agosto de 1378 y 31 de diciembre de 
1981, se a dictado sentencia con fecha 31 de enero de 19B4, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos no hater lugar a la causa de inadmi­
sibilidad planteada por el señor Abogado del Estado y desesti­
mamos el recurso contencioso-administrativo promovido por don 
José Martín García, en su oropir nombre y derecho, contra reso­
luciones del Ministerio de Defensa de 24 de agosto de 1978 y 
31 de diciembre de 1981, dictadas por el expediente administra­
tivo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones que decla­
ramos conformes a derecho, y no hacemos expresa imposición 
de costas.

Así r ir esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio d. Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Los que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 24 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmos. Sres. Subsecretario y Director general de Mutilados
de Guerra por la Patria.

19091 ORDEN 111/01045/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional dictada con fecha 5 de 
diciembre de 1983, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por don Rafael Claver Palo­
mar, Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de ia Audiencia Na­
cional, entre partes, de una como demandante, don Rafael 
Claver Palomar, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por ei Abogado del Estado, contra la Resolución del Minis­
terio de Defensa de 9 de agosto de 1982, sc ha dictado sentencia 
con fecha 5 de diciembre de 1983, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

•Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Rafael Claver Paiomar, en su propio 
nombre y derecho, contra la resolución del Ministerio de De­
fensa de £ de agosto de 1982, desestimataria del recurso de 
reposte, ón promovida frente a la de 25 de mayo de 1981, en 
cuanto por ella, en aplicación a. recurrente de los beneficios 
del Real Decreto-ley 0/1978, se determinó que, de haber conti­
nuado en activo, habría alcanzado por antigüedad el empleo de 
Cabo primero, debemos anuiar y anulamos las expresadas reso­
luciones impugnadas, por su disconformidad a derecho, en cuan­
to a Iq referida determinación y sus consecuencias; fijando 
como tal ei empleo de Capitán, con las consecuencias legales 
inherentes a esta nueva determinación; sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido en su momento a la oficina de origen, a los efectos 
legales junto con ©1 expediente, en su caso, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
regu.adora de la Jurisdicción Co tencioso Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me



confiere el artículo 3 ° de la Orden del- Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid, 28 de mayo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

19092 ORDEN 111/01060/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 9 de mar­
zo de 1984, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Francisco Albarracín Zafra, 
Sargento de Intendencia retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una, como demandante, don Francisco Albarra- 
cin Zafra, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar, publicada por Orden Circular de 18 de abril 
de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 9 de marzo de 1984, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento de la Administra­
ción a la pretensión de la demanda deducida por don Francisco 
Albarracín Zafra Sargento de Intendencia en situación de reti­
rado con el sueldo de Capitán, estimamos el recurso contencioso- 
administrativo por éste interpuesto, y anulamos las resoluciones 
de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Mili­
tar por él impugnadas, en cuanto fijaron su pensión de retiro 
en el 30 por 100 del haber regulador; declarando, en su lugar que 
dicha pensión ha de señalarse al recurrente en el 90 por 100 de 
dicho regulador, según lo solicitado; todo ello sin condena en 
las costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E
D:cs guarde a V E muchos años.
Madrid 28 de mayo de 1984.—P D., el Director general de 

Personal, Federico  Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar

19093 ORDEN 111/01061/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 13 de 
marzo de 1984, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Pablo Aseijas Santana, 
Educando de Banda.

Excmo. Sr : En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única insumen: ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una, como demandante, don Pablo Aseijas 
Saniana, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones de la Sala de Gobier­
no del Consejo Supremo de Justicia Militar de 22 de junio de 
1982 y 3 de febrero de 1983, se ha dictado sentencia con fecha 
13 de marzo de 1984, cuya parte dispositiva es como sigue:

• Fal amos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don Pablo Aseijas Santana, 
con las resoluciones de la Sala de Gobierno del Consejo Supremo 
de Justicia Mi'itai de 22 de junio de 1982 y 3 de febrero de 
1983, las anu iHi.Oo en cuanto fijan el haber de retiro del recu­
rrente en cuantía inferior al 60 por 100 del regulador, debiendo 
realizarlo en ese porcentaje y manteniendo los demás pronuncia­
re ctos de las resoluciones impugnadas. Sin imposición de 
costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el ''Bo­
letín Oficial de1 Estado” e insertaré en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
regu acora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3 " do la Orden del Ministerio de Defensa número 
51/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
t.ótm’nos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 28 da mayo de 1984.—P. D.. el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar

19094 ORDEN 111/01062/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
enero de 1984, en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Juan Benítez Barón, Cabo 
de Infantería.

Exorno. Sr.: E'.n el recurso contencioso administrativo seguido 
en única instancia ante la S;la Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una, como demandante, don Juan Benítez Ba­
rón, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado de) Estar c, contra acuerdos de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de febrero y 22 de 
septiembre de 1982. se ha dictado sentencia con fecha 27 de 
enero d<= 1984. cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
adm-ristrative interpuesto por don Juan Benítez Barón, Cabo de 
Infantería en situación de retirado contra acuerdos de la Saia 
de Gobierno del Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de 
febrero y 22 de septiembre de 1982. que señalaron al recu- 
p er te pensio i de retiro derivada del Decreto-ley 6/1978. a que 
es^as actuaciones se contraen, debemos anular y anulamos los 
expresados acuerdos, por su disconformidad a derecho, tan 
sólo er ei particular del porcentaje fijado del 30 por 100 sobre 
la base reguladora y en su lugar, declaramos la procedencia de 
que se efectúe al recurrente nuevo señalamiento de su haber 
masivo estimad., er el 60 por 100 sobre la misma base regula­
dora, oon mantf cimiento de los demás extremos contenidos en 
los impugnados acuerdos, en cuyo particular desestimamos el 
'(«nrso y absolvemos a la Administración demandada de Ja 
prehensión ejercitada.

S:n hacer especial imposición de las cóstas causadas.
Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­

letín Oficial de'.Estado” e insertará en la "Colección Legisla- 
bva”, lo pronunciemos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de oonformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de 1? Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de d’oL mbre de 1656 y en uso de las facultades que me confiere 
ej articulo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
S4/19PV, de 16 ie marzo, dispongo que se cumpla en sus pro- 
pio0 términos la expresada sentencia.

lo cue comunico a V. E
Dios guarde .1 V E. muchos años.
Madrid, 28 de mayo de 1984 —P. D., el Director general de 

Fírwnal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar

19095 ORDEN 111/01063/1984, de 28 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de 
enero de 1984, en el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Emilio López Rodríguez, 
ex Guardia civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes de una, como demandante, don Emilio López 
Rodríguez, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, 1« Admin.ídración Pública, representada y defendida por 
ol Abogado del Estado, contra resoluciones de la Sala de Gobier­
no del Consejo Supremo de Justicia Militar de 9 de junio de 
1E8Í y 16 de febrero de 1983 se ha dictado sentencia con fecha 
27 de eneio de 1984, cuya parte dispositiva es oomo sigue:

«Fallamos: Que aceptando el allanamiento del defensor de 
la Administración, debemos estimar y estimamos el recurso con- 
tcnc;oso-admii-isi,rativo interpuesto por don Emilio López Ro­
dríguez oontra os resoluciones de la Sala de Gobierno del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de 9 de junio de 1982 y 18 de 
febtero de 1983, las que anulamos en cuanto fijan la pensión 
do retiro del recurrente en cuantía inferior al 90 por 100 del 
haber regulador, debiendo do dictar nuevo acuerdo señalán­
dose en esto porcentaje. Sin la imposición de costas causadas 
en este procese

Así por esta nuestra sentencia, que se publicaré en el "Bo­
letín Oncia1 dt-J Estado” y se insertará en la "Colección Legisla­
tiva’ , definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y frmemos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27


